
Los términos de referencia de las convocatorias, serán estructurados por el 
Departamento Nacional de Planeación - DNP y la Agencia de Renovación del Territorio 
– ART o quien haga sus veces y deberán tener en cuenta el plan de convocatorias y 
establecer las condiciones de participación, las cuales contendrán, como mínimo: (i) 
las entidades territoriales a las que se dirige, que deben formar parte de las 
subregiones PDET, (ii) las características de los proyectos de inversión, (iii) los montos 
o rangos de financiación y (iv) los criterios de evaluación y el cronograma de la 
convocatoria. La aprobación de los términos de referencia de las convocatorias estará 
a cargo del OCAD Paz. 
 
Los proyectos de inversión que cumplan las condiciones de presentación establecidas 
en los términos de referencia de las convocatorias, serán sometidos a evaluación 
técnica, por parte del Departamento Nacional de Planeación -DNP en coordinación de 
la Agencia de Renovación del Territorial - ART , o quien haga sus veces, atendiendo 
los criterios de evaluación definidos en dichos términos. Serán incluidos en el listado 
de elegibles aquellos proyectos de inversión que obtengan un puntaje igual o superior 
al mínimo establecido en los términos de referencia de las convocatorias. La inclusión 
de los proyectos de inversión en el listado de elegibles no genera la obligatoriedad de 
financiación .  
 
Le corresponde a la Secretaría Técnica del OCAD PAZ, verificar el cumplimiento de 
las condiciones de presentación de los proyectos de inversión, establecidas en los 
términos de referencia de las convocatorias 
 
Aquellos proyectos incluidos en el listado de elegibles, pasarán al viabilización, 
priorización y aprobación del OCAD PAZ. 

 
PARÁGRAFO  1. El Gobierno nacional podrá presentar proyectos de inversión 
susceptibles de ser financiados con los recursos de la Asignación para la Paz. 
 
PARÁGRAFO  2. El Gobierno nacional podrá establecer lineamientos y criterios que 
tengan por objeto evitar la dispersión de recursos y la concentración de los mismos en 
algunas entidades territoriales. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO. Con el fin de asegurar la distribución equitativa de los 
recursos de la asignación para la Paz, el OCAD Paz solo definirá proyectos de 
inversión con cargo a esta asignación una vez se cuente con el plan de convocatorias 
a que se refiere el presente artículo. 

 
CAPÍTULO II 

 
ORDENAMIENTO DEL TERRITORIO ALREDEDOR DEL AGUA Y JUSTICIA 

AMBIENTAL 
  

SECCIÓN I  
JUSTICIA AMBIENTAL Y GOBERNANZA INCLUSIVA 

  



ARTÍCULO 16. Adiciónese un parágrafo transitorio al artículo 42 de la Ley 99 de 1993, 
así: 
 
Parágrafo transitorio.  El factor regional de la tasa retributiva por vertimientos para 
los prestadores del servicio público de alcantarillado en el territorio nacional se seguirá 
cobrando con el factor regional actual de cada jurisdicción hasta el 31 de diciembre del 
2024, plazo en el cual el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible en conjunto 
con el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, actualizarán los estudios y las 
evaluaciones; así como los criterios de gradualidad para disminuir el factor regional en 
función de los compromisos asumidos por los prestadores del servicio público de 
alcantarillado de los municipios de categoría 5 y 6, generando la correspondiente 
reglamentación con un esquema de tratamiento diferencial. Vencido este plazo, y en 
caso de no haberse actualizado los estudios y expedido el acto administrativo que 
reglamente la nueva tasa retributiva, se aplicará el factor regional de uno (1) a los 
prestadores de los municipios categoría 5 y 6 vigente hasta tanto se tenga la 
reglamentación ajustada. 
  
ARTÍCULO 17. Modifíquese el artículo 9 de la Ley 1955 de 2019, el cual quedará así: 
 
ARTÍCULO 9. COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL PARA EL CONTROL Y 
VIGILANCIA CONTRA LA DEFORESTACIÓN Y OTROS CRÍMENES 
AMBIENTALES. Créese el Consejo Nacional de Lucha contra la Deforestación y otros 
crímenes ambientales asociados que se constituyen en motores de deforestación, 
afectando los recursos naturales y el medio ambiente Colombiano,   - CONALDEF- 
para la defensa del agua y la biodiversidad, conformado por el Ministro de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible quien lo preside, el Ministro de Defensa Nacional, el Ministro de 
Justicia y del Derecho, el Ministro de Agricultura, y el Ministro de Salud, el Procurador 
General de la Nación, encaminadas a concretar acciones para detener la deforestación 
e implementar las nuevas estrategias de reforestación y forestación. 
  
ARTÍCULO 18. ADECUACIÓN DE INFRAESTRUCTURA AL INTERIOR DE ÁREAS 
DEL SISTEMA DE PARQUES NACIONALES NATURALES. La unidad administrativa 
especial de Parques Nacionales Naturales podrá autorizar la realización de 
adecuaciones o mejoras sobre las edificaciones existentes al interior de las áreas de 
su competencia, que estén asociadas al uso dotacional comunitario o vivienda rural de 
población vulnerable, que hayan suscrito acuerdos de conservación de que trata el 
artículo 7 de la Ley 1955 de 2019 y que no impliquen ampliación sobre las 
construcciones existentes al interior de las áreas.  Esta autorización tampoco cambia 
el régimen de propiedad de las áreas ni su protección ambiental. 
 
Estas autorizaciones deberán contener las condiciones que garanticen que las 
adecuaciones o mejoras, y el funcionamiento de estas edificaciones no causen 
deterioro a las áreas protegidas e incluirá los permisos de uso o aprovechamiento de 
los recursos naturales que se requieran. 
 
ARTÍCULO 19. Modifíquese el literal a) del artículo 50 de la Ley 2056 de 2020, el cual 
quedará así:   



 
a) Los recursos de la Asignación para la Inversión Local en Ambiente y Desarrollo 
Sostenible financiarán proyectos de inversión de acuerdo con la estrategia nacional de 
protección de áreas ambientales estratégicas, o con los planes o instrumentos de 
manejo ambiental de las áreas protegidas o ecosistemas estratégicos formulados y 
adoptados por las Corporaciones Autónomas Regionales y las Corporaciones de 
Desarrollo Sostenible en sus respectivas jurisdicciones, con base en los lineamientos 
establecidos por la Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. También podrán 
financiar proyectos dirigidos a la formulación y/o actualización de los Planes o 
instrumentos de Manejo de las áreas protegidas regionales o ecosistemas 
estratégicos. Para la ejecución de estos recursos podrán ser entidades ejecutoras las 
entidades territoriales, Corporaciones Autónomas Regionales, las Corporaciones de 
Desarrollo Sostenible y las Autoridades Ambientales Urbanas. 
 
ARTÍCULO 20. Adiciónese el numeral 46 al artículo 5 de la Ley 99 de 1993, así: 
46. El Ministerio de Ambiente de Desarrollo Sostenible será el encargado de formular, 
dirigir y coordinar la implementación de las políticas y planes nacionales de protección 
y bienestar animal, establecer los criterios que en esta materia deberán incorporarse 
en las políticas sectoriales, así como los protocolos y lineamientos a nivel territorial.   
 

SECCIÓN II 
EL AGUA Y LAS PERSONAS, EN EL CENTRO DEL ORDENAMIENTO 

TERRITORIAL 
  
ARTÍCULO 21. Modifíquese el artículo 10 de la Ley 388 de 1997, el cual quedará así: 
 
Artículo 10. DETERMINANTES DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y SU ORDEN 
DE PREVALENCIA. En la elaboración y adopción de sus planes de ordenamiento 
territorial, los municipios y distritos deberán tener en cuenta las siguientes 
determinantes, que constituyen normas de superior jerarquía en sus propios ámbitos 
de competencia, de acuerdo con la Constitución y las leyes. La observancia de las 
determinantes se hará conforme con los niveles de prevalencia que se desarrollan en 
el siguiente orden, entendiendo el nivel 1 como mayor nivel de prevalencia, y los demás 
subordinados a los niveles que les preceden. Las categorías dentro de cada nivel 
tienen la misma prevalencia entre ellas.  
 
1. Nivel 1. Las determinantes relacionadas con la conservación, la protección del 
ambiente y los ecosistemas, el ciclo del agua, los recursos naturales, la prevención de 
amenazas y riesgos de desastres y la gestión del cambio climático.  
 
a) Las directrices, normas y reglamentos expedidos en ejercicio de sus respectivas 
facultades legales por las entidades del Sistema Nacional Ambiental en los aspectos 
relacionados con el ordenamiento espacial del territorio , de acuerdo con la Ley 99 de 
1993 y el Código de Recursos Naturales y demás normativa concordante, tales como 
las limitaciones derivadas de estatuto de zonificación de uso adecuado del territorio y 
las regulaciones nacionales sobre uso del suelo en lo concerniente exclusivamente a 
sus aspectos ambientales.  



 
b) Las disposiciones que reglamentan el uso y funcionamiento de las áreas que 
integran el sistema de parques nacionales naturales y las reservas forestales 
nacionales.   
 
c) Las regulaciones sobre conservación, preservación, uso y manejo del ambiente y 
de los recursos naturales renovables, en especial en las zonas marinas y costeras y 
los ecosistemas estratégicos; las disposiciones producidas por la Corporación 
Autónoma Regional o la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción en cuanto a 
la reserva, alindamiento, administración o sustracción de los distritos de manejo 
integrado, los distritos de conservación de suelos, y las reservas forestales; a la 
reserva, alindamiento y administración de los parques naturales de carácter regional; 
las normas y directrices para el manejo de las cuencas hidrográficas expedidas por la 
Corporación Autónoma Regional o la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción, 
y las directrices y normas expedidas por las autoridades ambientales para la 
conservación de las áreas de especial importancia ecosistémica.  
 
d) Las políticas, directrices y regulaciones sobre prevención de amenazas y riesgos de 
desastres, el señalamiento y localización de las áreas de riesgo para asentamientos 
humanos, así como las estrategias de manejo de zonas expuestas a amenazas y 
riesgos naturales, y las relacionadas con la gestión del cambio climático.   
 
2. Nivel 2. Las áreas de especial interés para proteger el derecho humano a la 
alimentación de los habitantes del territorio nacional localizadas dentro de la frontera 
agrícola, en particular, las incluidas en la Áreas de Protección para la Producción de 
Alimentos, de acuerdo con los criterios definidos por la Unidad de Planificación Rural 
Agropecuaria - UPRA, y en la zonificación de los planes de desarrollo sostenible de 
las Zonas de Reserva Campesina constituidas por el Consejo Directivo de la Agencia 
Nacional de Tierras – ANT. Lo anterior, en coordinación con el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. 
    
3. Nivel 3. Las políticas, directrices y regulaciones sobre conservación, preservación y 
uso de las áreas e inmuebles consideradas como patrimonio cultural de la Nación y de 
los departamentos, incluyendo el histórico, artístico y arquitectónico, de conformidad 
con la legislación correspondiente.  
 
4. Nivel 4. El señalamiento y localización de las infraestructuras básicas relativas a la 
red vial nacional y regional; red férrea, puertos y aeropuertos; infraestructura logística 
especializada definida por el nivel nacional y regional para resolver intermodalidad, y 
sistemas de abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de energía y gas. En 
este nivel también se considerarán las directrices de ordenamiento para las áreas de 
influencia de los referidos usos.  
 
5. Nivel 5. Los componentes de ordenamiento territorial de los planes integrales de 
desarrollo metropolitano, en cuanto se refieran a hechos metropolitanos, así como las 
normas generales que establezcan los objetivos y criterios definidos por las áreas 



metropolitanas en los asuntos de ordenamiento del territorio municipal, de conformidad 
con lo dispuesto por la Ley 1625 de 2013 y la presente Ley.  
 
6. Nivel 6. Los Proyectos Turísticos Especiales e infraestructura asociada.   
 
Parágrafo 1. El Departamento Nacional de Planeación, en coordinación con el 
Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio y el Instituto Geográfico Agustín Codazzi 
definirá, en el término de un año, el procedimiento para el desarrollo, actualización y 
disposición de la información documental técnica, jurídica y geoespacial de las 
determinantes. Para tal efecto, considerarán el Modelo de datos de administración del 
territorio definido por el Sistema de Administración del Territorio (SAT), para que las 
entidades competentes para su expedición, las delimiten geográficamente con su 
respectiva zonificación y restricciones de uso. Asimismo, definirán los parámetros para 
que las entidades responsables de la expedición de las determinantes implementen 
mecanismos de coordinación entre estas, conforme a las prevalencias aquí indicadas, 
y de adecuación y adopción en los Planes de Ordenamiento Territorial de acuerdo con 
las particularidades y capacidades de los contextos territoriales.  
 
Parágrafo 2. Los agentes públicos y privados a cargo de planes y proyectos con 
desarrollo físico espacial en el territorio estarán obligados a cumplir con las 
determinantes de ordenamiento territorial y sus prevalencias desde la prefactibilidad 
de los mismos.  
 
Los departamentos, municipios, distritos y esquemas asociativos territoriales acatarán 
con carácter de obligatorio cumplimiento las determinantes de ordenamiento territorial 
durante las etapas de formulación e implementación de sus instrumentos de 
ordenamiento territorial. 
 
Parágrafo 3. Para los territorios y territorialidades indígenas y para los territorios 
colectivos de comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras los 
determinantes del ordenamiento del territorio, indicados en este artículo, respetarán y 
acatarán los principios de la Palabra de Vida, Leyes de Origen, Derecho Mayor, 
Derecho Propio de cada pueblo y/o comunidad Indígena, negra, afrocolombiana, raizal 
y palenquera. En todo caso, los fundamentos definidos por los pueblos y comunidades 
indígenas serán vinculantes para todos los actores públicos y privados en sus 
territorios y territorialidades.  
 
ARTÍCULO 22. CONSEJOS TERRITORIALES DEL AGUA. Créense Consejos 
Territoriales del Agua en cada una de las eco regiones y territorios estratégicos 
priorizados en el Plan Nacional de Desarrollo “Colombia Potencia Mundial de la Vida 
2022-2026”, cuyo objeto será fortalecer la gobernanza multinivel, diferencial, inclusiva 
y justa del agua y el ordenamiento del territorio entorno al agua buscando la 
consolidación de territorios funcionales con enfoque de adaptabilidad al cambio 
climático. Para tal efecto, el gobierno nacional, a través del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, reglamentará la conformación, funcionamiento y articulación de 
estos Consejos con otros espacios de participación y consulta previstos en los 



instrumentos de la política nacional de gestión integral del recurso hídrico, o la que 
haga su veces, y en los instrumentos de ordenamiento del territorio. 
 
ARTÍCULO 23. INTEROPERABILIDAD DE DETERMINANTES DEL 
ORDENAMIENTO Y OTRAS AREAS PRIORITARIAS. Las entidades que definen y 
son responsables de la información de las determinantes del ordenamiento territorial, 
los territorios correspondientes a pueblos indígenas, comunidades negras, 
afrodescendientes, raudales y palenqueras y aquellas con competencia sobre las 
playas, playones, y las zonas delimitadas para la seguridad y defensa, deberán 
estructurar y disponer la información generada sobre estas decisiones de forma 
estandarizada, para lo cual en un plazo máximo de 3 años a partir de la promulgación 
de la presente ley, adoptarán e implementarán el Modelo de datos de administración 
del territorio definido por el Sistema de Administración del Territorio -SAT-.   
 
PARÁGRAFO.  La información de los territorios indígenas deberá interoperar con los 
determinantes del ordenamiento y áreas básicas primarias. 
 
ARTÍCULO 24. DISTRITOS DE ADECUACIÓN DE TIERRAS. Los organismos 
ejecutores públicos o la Agencia de Desarrollo Rural -ADR-, a través del Fondo 
Nacional de Adecuación de Tierras -FONAT-, podrán financiar obras de adecuación 
de tierras en los distritos entregados en propiedad a las asociaciones de usuarios de 
acuerdo con la normativa vigente, así como en los distritos de propiedad de las 
asociaciones de usuarios ejecutados en el marco de Proyectos Integrales de 
Desarrollo Agropecuario y Rural –PIDAR– u otros programas específicos. 
 
Se podrán financiar con recursos del FONAT proyectos de adecuación de tierras que 
se ejecuten en el marco del programa PIDAR que contemplen las etapas de pre-
inversión e inversión, así como la estructuración y ejecución de sistemas de riego 
individuales o comunitarios, en los términos y condiciones definidos por el Consejo 
Directivo de la ADR. 
 
Los distritos u obras de adecuación de tierras de propiedad de la ADR, a la fecha de 
expedición de la presente ley, se podrán ceder a título gratuito, y sin lugar a cobros 
adicionales de recuperación de la inversión, a las asociaciones de usuarios o a las 
entidades territoriales, en las condiciones que defina el gobierno nacional. En el evento 
en que no fuere viable la cesión a las entidades antes señaladas dichos distritos u 
obras se podrán ceder a título gratuito a Central de Inversiones S.A – CISA. 
 
La ADR podrá, igualmente, ceder a título gratuito a las entidades territoriales o a las 
autoridades ambientales, los distritos o infraestructura de drenaje o de control contra 
inundaciones existentes, de propiedad del Estado. En este caso no habrá lugar al 
cobro del servicio público de adecuación de tierras. 
  

SECCIÓN III  
COORDINACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN DE 

TERRITORIOS VITALES 
 



ARTÍCULO 25. OBLIGATORIEDAD DEL USO DE LA INFORMACIÓN OFICIAL. Las 
entidades públicas deberán suministrar y disponer la información oficial, la cual, será 
de obligatorio uso para las entidades competentes de adelantar procesos de 
formalización, adjudicación y regularización de la propiedad. En ningún caso se 
supeditará la realización de los trámites a que los particulares suministren información 
de carácter oficial. Para tal efecto las entidades oficiales establecerán mecanismos de 
interoperabilidad de la información, dispondrán de servicios de intercambio de 
información en tiempo real o estrategias de suministro expedito de la información bajo 
su responsabilidad.   
 
Para los casos en donde existan levantamientos prediales generados para la 
expedición de títulos de propiedad, estos deberán ser remitidos al gestor catastral 
competente quien deberá emplear esta información para realizar el proceso catastral 
correspondiente y la respectiva actualización en la base de datos catastral atendiendo 
a la normatividad que para el efecto expida la autoridad catastral. 
 
ARTÍCULO 26. PROTECCIÓN DE LA VIDA Y LA INTEGRIDAD PERSONAL. Sin 
perjuicio de las competencias que a las autoridades de tránsito le corresponden, la 
Policía Nacional coadyuvará los esfuerzos para la protección de la vida y la integridad 
personal de los actores del tránsito y para el efecto, a través de personal adscrito a la 
Jefatura Nacional del Servicio de Policía, tendrá la competencia para detectar 
infracciones e imponer ordenes de comparendo en relación con las conductas con 
directo impacto en la seguridad vial y especialmente, la circulación sin el Seguro 
Obligatorio de Accidentes de tránsito -SOAT que se cometan en las vías 
departamentales y en los municipios donde, de acuerdo con la certificación que expida 
la Superintendencia de Transporte, no existan o no tengan cobertura los cuerpos 
operativos de control de los organismo de tránsito. 
 
La Agencia Nacional de Seguridad Vial, por su parte, definirá las tecnologías que 
permitan fortalecer el control, con énfasis en la capacidad de detección de infracciones, 
para la imposición de órdenes de comparendo por no contar con el Seguro Obligatorio 
de Accidentes de Tránsito -SOAT y, con el apoyo de la Federación Colombiana de 
Municipios, en coordinación con cada entidad territorial, implementará dichas 
tecnologías, de conformidad con la reglamentación que para tal efecto expida el 
Ministerio de Transporte. 
 
El proceso contravencional corresponderá adelantarlo a la autoridad de tránsito de la 
jurisdicción donde se cometió la infracción, con el apoyo de los organismos de tránsito 
departamentales, cuando a ello haya lugar. 
El 50% de las multas que se impongan en virtud de lo previsto en el presente artículo 
serán propiedad de la Nación, sin perjuicio de lo previsto por el Código Nacional de 
Tránsito. 
 
Parágrafo. La Superintendencia de Transporte deberá implementar un sistema de 
control e indicadores de gestión, para los organismos de tránsito, municipios y 
departamentos. 
 



  
SECCIÓN IV  

 
CAPACIDADES DE LOS GOBIERNOS LOCALES Y LAS COMUNIDADES PARA 

LA TOMA DE DECISIONES DE ORDENAMIENTO Y PLANIFICACIÓN 
TERRITORIAL 

  
ARTÍCULO 27. ESTRATEGIA NACIONAL DE COORDINACIÓN PARA LA 
ADAPTACIÓN AL CAMBIO CLIMÁTICO DE LOS ASENTAMIENTOS Y 
REASENTAMIENTOS HUMANOS La Unidad Nacional de Gestión del Riesgo de 
Desastres, coordinará con las entidades sectoriales del nivel nacional y entidades 
territoriales, la estrategia nacional de reasentamiento, legalización urbanistica, 
mejoramiento de asentamientos humanos y gestión del suelo, cómo acción directa de 
mitigación y adaptación al cambio climático. 
 
PARAGRAFO: las prioridades de la estrategia estarán enfocadas en asentamientos 
en alto riesgo, y se tendrán en cuenta entre otros: el ordenamiento de los 
asentamientos en torno al agua, la financiación de estudios de riesgos, la asistencia 
técnica para la gestión de suelo y el reasentamiento de hogares en alto riesgo no 
mitigable y el mejoramiento de las condiciones de hábitat con base comunitaria. 
 
ARTÍCULO 28. METODOLOGÍA ORIENTADA AL RECONOCIMIENTO DE 
CAPACIDADES. En el marco de la implementación de un modelo de descentralización 
diferencial, el Gobierno nacional, a través del Departamento Nacional de Planeación 
desarrollará una metodología para la identificación de tipologías de las entidades 
territoriales y los esquemas asociativos territoriales, orientada al reconocimiento de 
capacidades.  
 
PARÁGRAFO PRIMERO. La tipología que adopte el Departamento Nacional de 
Planeación, conforme con la metodología indicada, será insumo para la focalización 
de políticas públicas y de asistencia técnica diferenciada por parte del Gobierno 
nacional, la asunción de competencias y demás aspectos previstos en las normas 
vigentes. 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO. La tipología establecida en desarrollo de la metodología a 
que se refiere el presente artículo se adoptará por parte del Departamento Nacional 
de Planeación antes del 31 de octubre de cada año para la vigencia fiscal siguiente. El 
Departamento Nacional de Planeación expedirá la metodología a que se refiere el 
presente artículo, dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de 
la presente Ley, para la vigencia 2024. 
 
PARÁGRAFO TERCERO. Las tipologías de que trata el presente artículo no 
reemplazan las categorías definidas en la Ley 617 del 2000 y demás normas 
concordantes, en lo relacionado con la racionalización del gasto público. 
  
ARTÍCULO 29. FORTALECIMIENTO DE LOS ESQUEMAS ASOCIATIVOS 
TERRITORIALES. El Gobierno nacional Implementará una estrategia diferenciada de 



fortalecimiento y asistencia técnica para los Esquemas Asociativos Territoriales -EAT-
, en el ejercicio de sus competencias y funciones para la ejecución de sus planes 
estratégicos.  
 
La presentación y ejecución de iniciativas con recursos públicos, cuyo objeto sea la 
inversión de impacto supramunicipal y supradepartamental por parte de los EAT, 
requerirá que estos últimos estén registrados y actualizados en el Sistema de Registro 
de Esquemas Asociativos Territoriales -REAT-, administrado por el Ministerio del 
Interior, de conformidad con la normatividad vigente. La información contenida en el 
Sistema de Registro de Esquemas Territoriales será objeto de seguimiento y análisis 
periódico en el cumplimiento de los componentes de sus planes estratégicos 
correspondientes.  
 
PARÁGRAFO PRIMERO. Las entidades que conformen los Esquemas Asociativos 
Territoriales podrán destinar los recursos captados por la implementación de 
instrumentos de captura de valor del suelo derivados de los proyectos regionales 
promovidos por los EAT, para la financiación de este o de otros proyectos regionales, 
en el marco del EAT. El Gobierno nacional diseñará un esquema de incentivos para 
favorecer la asociatividad territorial en todas sus formas. 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO. El Ministerio del Interior y la Agencia para la Renovación 
del Territorio estructurará e implementará una estrategia de alianzas asociativas 
territoriales para la Paz entre municipios PDET, ZOMAC y otros municipios 
estratégicos para el desarrollo regional, con la finalidad de cerrar las brechas 
socioeconómicas en el marco de los Planes de Acción para la Transformación 
Regional -PATR- formulados en las dieciséis (16) subregiones PDET. 
 

SECCIÓN V  
CONSOLIDACIÓN DEL CATASTRO MULTIPROPÓSITO Y TRÁNSITO HACIA EL 

SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DEL TERRITORIO -SAT- 
  
ARTÍCULO 30. Modifíquese el artículo 79 de la Ley 1955 de 2019, el cual quedará así: 
 
Artículo 79. Naturaleza y organización de la gestión catastral. La gestión catastral 
es un servicio público prestado directamente por el Estado, que comprende un 
conjunto de operaciones técnicas y administrativas orientadas a la adecuada 
formación, actualización, conservación y difusión de la información catastral con 
enfoque multipropósito, para contribuir a la prestación eficiente de servicios y trámites 
de información catastral a la ciudadanía y a la administración del territorio en términos 
de apoyo para la seguridad jurídica del derecho de propiedad inmueble, el 
fortalecimiento de los fiscos locales y el apoyo a los procesos de planeación y 
ordenamiento territorial. 
 
La gestión catastral está a cargo del Instituto Geográfico Agustín Codazzi -IGAC- en 
su condición de máxima autoridad catastral nacional y de los entes territoriales y 
esquemas asociativos de entes territoriales que aquel habilite a solicitud de parte, 


